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El contrato agroindustrial El contrato agroindustrial 
de maquilade maquila
Alianza para crear valorAlianza para crear valor

Derecho

Susana Formento*
Con el proceso de la globalización la permanencia y existencia misma como
productores independientes de una vasta mayoría de PYMES agroalimenta-
rias está comprometida, más allá de la difícil coyuntura que enfrenta el sec-
tor para alcanzar en el futuro una tasa de crecimiento sostenida y aceptable.
Por consiguiente, y pese a la contribución que se observa en la realidad de
casos de Pymes que, en forma asociativa horizontal han encarado el acor-
tamiento de los canales de transformación y/o comercialización, las posibi-
lidades de esas unidades se ven reducidas para llegar a niveles de segunda
o ulterior transformación -por requerir tecnología más perfeccionada que
exige inversiones relevantes- y también, para acceder a canales de comer-
cialización más complejos y competitivos.
La inadecuada vinculación y la desarticulación interorganizacional ejerce un
resultado negativo en la creación de valor de las distintas cadenas, redes o
distritos agroalimentarios. Frente a esta realidad el marco institucional es de
alta inseguridad jurídica, la vigencia del estado de derecho es ambigua y de
escaso vigor, constituyéndose en limitante para el diseño e implementación
de estrategias competitivas superiores.
Este trabajo tiene como objetivo fundamental describir y analizar el “Con-

trato de Maquila” -como contrato agroindustrial-, regulado por la ley
25.113/99, que permitiría concretar acuerdos que representan un diseño ju-
rídico-comercial alternativo competitivo al regular y dar seguridad jurídica y
tributaria a las relaciones entre productores y procesadores o industriales. 

* Abogada. Ms. en Ciencias Sociales Agrarias (Flacso). Profesora FAUBA.- Trabajo
realizado en el marco de los Proyectos UBACYT   TG075 y TG021 
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Introducción

La permanencia y la existencia
misma como productores inde-
pendientes de una vasta mayoría
de pequeñas y medianas empre-
sas (PYMEs) agrarias está com-
prometida más allá de la difícil co-
yuntura que enfrenta el sector pa-
ra alcanzar en el futuro una tasa
de crecimiento sostenido acepta-
ble, debido a una diversidad de
problemas como la falta de escala
y de dimensión óptima del sistema
productivo para reducir costos o
para posibilitar la incorporación de
ciertas tecnologías; las dificulta-
des para acceder al crédito, la vo-
latilidad de precios y rendimientos,
entre otros. 

Por consiguiente,  y pese a la
contribución que se observa en la
realidad de casos que en forma
asociativa horizontal han encara-
do operaciones de primera trans-
formación más elementales y/o
acortar los canales de comerciali-
zación, las posibilidades de esas
unidades productivas se ven redu-
cidas para llegar a niveles de
transformación de segunda o ulte-
rior transformación, que requieren
de tecnología más perfeccionada
que exige inversiones relevantes
y/o para acceder a canales de co-
mercialización que con mayor fre-
cuencia presentan complejidad.
Este hecho es de importancia da-
da la significativa  aportación de
valor añadido en esas fases, cuya
incidencia es cada vez mayor en
el precio final de los productos ali-
menticios, consecuencia de que el

consumidor demanda productos
de mayor calidad, mejor presenta-
ción, etc., al tiempo que los avan-
ces tecnológicos permiten ofertar
productos más sofisticados. (For-
mento, 1999)

La organización de las empresas
ha variado sustancialmente para
poder dar respuesta a esas exi-
gencias de mercado. La compleji-
dad de la vida en sus manifesta-
ciones -económicas, sociales y
culturales- es tanto mayor cuanto
más alto es el grado de desarrollo
del país que se trate. Esto condu-
ce a que, cada vez más las em-
presas combinen sus esfuerzos
mediante estructuras organizati-
vas de distinta clase. La actividad
agraria no escapa a una progresi-
va complejidad, no sólo en cuanto
a sus formas productivas sino
también en el nivel de sus articula-
ciones con los otros sectores que
forman parte de la cadena agroali-
mentaria, como son los de trans-
formación y/o comercialización.    

Como consecuencia de ese pro-
ceso, toda  propuesta que apunte
a la reactivación de las PYMEs
agrarias debe emplear una óptica
amplia que recoja las conexiones
hacia delante de estos sectores.
Esto es, el entramado o articula-
ciones formados por unidades
productivas agrarias, empresas
agroindustriales de transforma-
ción y/o distribución/ comercializa-
ción de alimentos. (Formento et al,
2000)

En este escenario económico de
estrechas interrelaciones y enca-
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denamientos el marco institucio-
nal es de alta inseguridad jurídica,
la vigencia del estado de derecho
es ambigua y de escaso vigor,
constituyéndose en limitante para
el diseño e implementación de es-
trategias competitivas superiores.
La inadecuada vinculación y la de-
sarticulación interorganizacional
ejerce un resultado negativo en la
creación de valor de las distintas
cadenas, redes o distritos agroali-
mentarios. (Ordóñez, 1999)

Las propuestas deberán estar
orientadas a proporcionar un ade-
cuado marco jurídico que permita
la legitimación y formalización de
las complejas interrelaciones en-
tre actores de las distintas fases
-productor y procesador o indus-
trial-. La modalidad contractual se
inscribe como una vía potencial-
mente apta para tales objetivos. 

La institucionalización del “nego-
cio jurídico contractual”, aún no ha
alcanzado en nuestro medio toda
la extensión que presenta en los
países más industrializados, sin
embargo, va camino a una expan-
sión progresiva a la luz de los
cambios que en los últimos años
se muestran como un hecho de
evidencia empírica.(Formento et
al, 2000)

De esta manera, los contratos en
tanto acuerdos de voluntades que
relacionan agentes socioeconómi-
cos de diferentes eslabones de la

cadena agroalimentaria y portado-
res de intereses divergentes pero
complementarios, plantean la im-
portancia de contar con normas
legales que brinden seguridad ju-
rídica adoptando procedimientos
más completos y precisos en as-
pectos relacionados con los dere-
chos, obligaciones, riesgos y ga-
rantías en el cumplimiento de lo
pactado por las partes involucra-
das -generalmente pertenecientes
a estratos de muy diferente poder
socioeconómico-. (Formento,
1998).

Alcance jurídico 
del contrato

El contrato como figura jurídica
se distingue de otros actos o ne-
gocios (los unilaterales)1 por ser
bilateral2, requiere para confor-
marlo el consentimiento unánime
de dos o más personas (partes)
como manifestación de una volun-
tad común destinada a reglar sus
derechos. De este modo, se con-
creta un acto jurídico generador o
fuente de derechos y obligaciones
por excelencia.

A partir de una voluntad indivi-
dual, intrínseca y subjetiva, las
partes llegan a la voluntad común
para arribar a una diversidad de
prestaciones. Un contrato puede
representar a) intereses opuestos
o b) representar también aquellos

1 Art. 946 (los actos jurídicos son unilaterales o bilaterales. Son unilaterales, cuando
basta para formarlos la voluntad de una sola persona, como el testamento. Son bila-
terales, cuando requieren el consentimiento unánime de dos o más personas). 

2 El contrato requiere precisamente de dos partes para conformar el consentimiento.
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que son concurrentes. Ejemplo de
los primeros son los contratos de
cambio o compraventa, los que
mejor ilustran la presencia de una
verdadera voluntad común, que
no deriva del objeto del negocio,
por cuanto las prestaciones res-
pectivas que las partes tienden a
asegurarse son distintas. Los con-
tratos asociativos son ilustrativos
de los segundos; su diferencia ra-
dica en que en ellos sí existe la
comunidad de objeto (como finali-
dad), y no solamente la comuni-
dad de intenciones de concluir y
actuar el contrato.

Por otra parte, la normativa legal
atinente a los contratos plantea
siempre que éstos tomen como
materia una relación jurídica patri-
monial3. En tal sentido, las partes
adquieren determinadas obliga-
ciones y consecuentemente son
acreedoras las unas de las otras.
La programación de intereses o lo
querido por las partes puede ser
de la más diversa índole, siendo a
veces muy difícil de precisar y o
encuadrar jurídicamente.

Los actos jurídicos, como el con-
trato, pueden celebrarse en cual-
quier forma salvo cuando por la
ley se exija alguna determinada.
En consecuencia, tienen plena va-
lidez los que se celebran o convie-
nen de palabra, en este supuesto
estaríamos frente a un contrato
con todas las consecuencias que
de ellos se derivan, aunque gene-

ralmente ofrecen dificultad para
su prueba. El Código Civil estable-
ce en su art.1193 que: “Los con-
tratos que tengan por objeto una
cantidad de más de diez mil pesos
deben hacerse por escrito y no
pueden ser probados por testi-
gos”.      

Coordinación vertical 
contractual

El avance de la tecnología desa-
rrolló nuevas formas de interrela-
ción entre las hoy cada vez más
grandes empresas agroindustria-
les y el sector primario. Estas rela-
ciones entre ambos sectores de la
denominada cadena agroalimen-
taria son habituales en el medio
agropecuario, mediante conve-
nios que exceden el marco regula-
torio de las compraventas. 

Los acuerdos denominados ge-
néricamente “contratos agroindus-
triales” en tanto figura jurídica, po-
drían definirse en una primera
aproximación como un acuerdo
bilateral de voluntades cuyo obje-
to es regular la relación entre dos
partes -por un lado, la empresa
agroindustrial y /o comercial  y,
por otra,  el productor agrícola-, en
virtud del cual el último se com-
promete a abastecer una cierta
materia prima con especificacio-
nes técnicas predeterminadas, re-
sultado de múltiples obligaciones
recíprocas que no se reducen so-

3 La prestación objeto de un contrato, puede consistir en la entrega de una cosa, o en
el cumplimiento de un hecho positivo o negativo susceptible de una apreciación pecu-
niaria (art.1169 del Cód. Civil)
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lamente al intercambio de produc-
tos por dinero (Brebbia, 2000)

En el marco de estos contratos
no se fusionan dos empresas o se
crea una nueva con gestión unita-
ria. Los acuerdos jurídicos esta-
blecen vínculos externos que no
eliminan la individualidad ni la au-
tonomía de la empresa o de las
partes intervinientes del negocio.
Se genera lo que podría denomi-
narse una  “coordinación vertical
contractual”.

Cabe puntualizar que, si bien
tienden a generalizarse no existe
normativa general de estos con-
tratos4. Presentan caracteres pro-
pios de los contratos de cambio,
aunque asumen connotaciones
asociativas que se manifiestan en
la cooperación para alcanzar los
fines propuestos.

Al igual que en otros, en este ti-
po de contratos la duración se
ajusta al ciclo evolutivo de la pro-
ducción. El carácter biológico le
da al contrato un alto grado de
complejidad en la coordinación
debido a lo cíclico, incierto y ries-
goso de la producción  implicada. 

Carroza (1990), destaca que es-
te tipo de contrato sí bien es un
instrumento con potencialidad pa-
ra que converjan las necesidades
e intereses de ambas partes con-
tratantes, no siempre resulta fácil
de pautar en sus cláusulas. Así,
desde una perspectiva sociojurídi-
ca el aspecto productivo es más

su finalidad que su característica.
De ello se desprende la importan-
cia de legislar esta figura contrac-
tual a fin de morigerar la asimetría
que puede llegar a plantearse da-
do la dispar capacidad de nego-
ciación que suele existir entre los
actores de la producción primaria
frente a los otros actores de la ca-
dena.

Nuestra legislación no ha regula-
do o tipificado en forma general
los contratos agroindustriales. No
obstante, con la sanción en el mes
de julio de 1999 de la ley 25.113
sobre el “Contrato de maquila”, se
introduce por primera vez en
nuestra normativa la “categoría ju-
rídica de los contratos agroindus-
triales”, aunque no se trata de una
regulación de todas las modalida-
des de los mencionados contra-
tos, el legislador ha precisado al
menos uno de sus  tipos, dentro
de una más amplia categoría.
(Casella, 2000)   

El contrato de maquila o
depósito de maquila

Antecedentes

La modalidad de trabajo a ma-
quila  tiene antecedentes remotos
en Grecia y en el derecho romano,
sobresaliendo en la época medie-
val sobre todo en la Península
Ibérica, donde pequeños produc-
tores de granos que desarrollaban
su actividad  explotando mínimas
superficies, al verse imposibilita-

4 En países como España, Italia y Francia en un comienzo se tipificaron consuetudinar-
iamente y hoy lo están jurídicamente.
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dos de comercializar la reducida
cantidad de granos obtenida en su
producción primaria, la entrega-
ban al molinero de la zona para su
transformación en harina. Por su
parte, el molinero retenía como
contraprestación o pago de la
transformación, un porcentual del
producto final obtenido, corres-
pondiendo el remanente al pro-
ductor-proveedor de la materia
prima. 

Dicha modalidad contractual pa-
só a América, aplicándose de mo-
do generalizado en Bolivia para la
minería, en la que modestos pir-
quineros, imposibilitados de mon-
tar plantas de beneficio, entregan,
por ejemplo, el mineral a la planta
transformadora para extraer oro,
plata y cobre que el producto bru-
to tiene, percibiendo por dicho be-
neficio un porcentual de la sustan-
cia metalífera obtenida. (Bussy,
2000)

En la Argentina ha sido muy utili-
zada la práctica del trabajo a ma-
quila en los cultivos hortícolas, los
olivares y las viñas, por medio de
este mecanismo de integración y
transformación, pequeños produc-
tores podían ver incrementadas
sus ganancias en la comercializa-
ción de sus productos, destacán-
dose su desarrollo en las provin-
cias de Catamarca, Salta y La
Rioja. (Formento, 1998)

No es tarea fácil determinar la

naturaleza jurídica del contrato de
maquila el cual  no ha sido con-
templado en el Código Civil, cir-
cunstancia que llevo a la doctrina
a encontrarle similitud con otros
contratos ya tipificados, como la
aparcería o la locación de obra,
pero estamos frente a un contrato
autónomo con caracteres propios
y remotos antecedentes, que sólo
estaba regulado en aspectos muy
parciales, como ser, en los casos
específicos de las normativas pa-
ra la transformación o maquila de
uva5 y caña de azúcar. Esto hacía
que en general primara en tales
acuerdos el principio de la supre-
macía de la voluntad de partes pa-
ra el caso concreto6. 

La doctrina diferencia la  maqui-
la de la aparcería, fundamental-
mente porque no reviste el carác-
ter de relación asociativa propio
de esta figura, la maquila es un
contrato de tipo integrativo, no
asociativo. En la asociación los in-
tereses y esfuerzos son al mismo
tiempo y concurrentes, en la inte-
gración suponen una cadena de
operaciones y esfuerzos diferen-
ciados, que si bien tienden a un
mismo fin transcurren en tiempos
distintos y con intereses compati-
bles pero no comunes. También
se diferencia de la locación de
obra, por no existir un precio de-
terminado o determinables como
contraprestación, sino un porcen-
taje del producto ya elaborado.

5 Ley de vinos 18.600 de 1970, aún vigente. 
6 El art. 1197 del C.C. establece que “Las convenciones hechas en los contratos forman

para las partes una regla a la cual deben someterse como a la ley misma”.
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(Brebbia, 2000)
Los juristas, por su parte,  se in-

clinan, tomando la doctrina italia-
na, en la integración entre agricul-
tura y la industria en sus distintos
planos, horizontal al hablar de
empresarios de una misma activi-
dad y/o vertical cuando hablamos
de integración de empresarios de
distintas actividades, entendiendo
que nos encontraríamos ante un
contrato de integración vertical, ya
que, en esencia un productor
agrario (empresario agrario) con-
trata con un empresario industrial
para que transforme, por ejemplo
la caña de azúcar con un porcen-
taje del producto final, aunque en
rigor falta la “reciprocidad” de obli-
gaciones que en general caracte-
rizan a los contratos agroindus-
triales. 

Como mencionamos anterior-
mente este contrato no es una
modalidad nueva dentro del régi-
men contractual agrario, por lo
contrario es de uso frecuente en-
tre pequeños productores agrope-
cuarios. Además, el contrato de
maquila no es privativo del sector
agropecuario sino que puede apli-
carse a cualquier otra actividad
trascendiendo lo estrictamente
agrario. 

Tradicionalmente la normativa
cubría aspectos parciales -los ca-
sos de uva y caña mencionados-,
con la sanción de la ley 25.113, se
reguló genéricamente el contrato
de maquila o depósito de maquila
delimitándose su contenido, defi-
nición, caracteres y procedimien-

to.

Características del contrato
de maquila

Ley 25.113
La ley en su artículo primero me-

diante la definición de la figura del
contrato de maquila precisa su
concepto y determina  en forma
específica  la situación de los bie-
nes que de esta articulación espe-
cial se originan al establecer que,
“.. habrá contrato de maquila o
depósito de maquila cuando el
productor agropecuario se obligue
a suministrar al procesador o in-
dustrial materia prima con el dere-
cho de participar, en las propor-
ciones que convengan, sobre el o
los productos finales resultantes,
los que deberán ser de idénticas
calidades a los que el industrial o
el procesador retengan para sí...”.

Tal como expresa la normativa,
las partes integrantes de este
contrato bilateral son el productor
agropecuario y el procesador o in-
dustrial, dejándose expresamente
sentado que “el productor” man-
tiene en todo el proceso de trans-
formación la propiedad sobre la
materia prima y luego sobre la
porción del producto final que le
corresponde. Por su parte, “el
procesador o industrial” asume la
condición de “depositario” de los
productos finales de propiedad
del productor, debiéndolos identi-
ficar adecuadamente y poner a
plena disposición de sus titulares.

La última parte del artículo pri-
mero establece que “... en ningún
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caso esta relación constituirá acti-
vidad o hecho económico imponi-
ble. Esta disposición es de funda-
mental importancia económica, al
establecer un tratamiento impositi-
vo determinado  que :
a) brinda a las partes contratantes

un marco de certeza y seguri-
dad de que tal vínculo jurídico
no resultará objeto de “Impues-
tos”7. Respecto al Impuesto al
valor Agregado(IVA), se ha se-
guido el mismo criterio que pa-
ra los Contratos de Aparcerías,
si bien son contratos distintos,
en ambos casos el hecho impo-
nible se genera cuando los bie-
nes obtenidos, sean transferi-
dos a cada una de las partes en
las proporciones convenidas.
(Furlán, 2000);

b) esta disposición deberá com-
pletarse con el artículo seis que
afirma que “las disposiciones
de la presente ley serán de apli-
cación también a todos los con-
tratos que tengan por objeto la
provisión de materia prima de
naturaleza agropecuaria para
su procesamiento, industrializa-
ción y /transformación”. De esta
forma a cualquier contrato que
se celebre entre un productor
agropecuario y un industrial -no
sólo el contrato de maquila- le

son aplicables las disposicio-
nes de la ley con la sola condi-
ción del “Objeto”.

Al decir de Furlán, esta normati-
va es demasiado amplia y podría
aplicarse a un sinnúmero de acti-
vidades industriales, siempre que
exista un productor agropecuario
que provea materia prima y un in-
dustrial que procese su transfor-
mación, como por ejemplo, el de
las plantas procesadoras de ali-
mentos balanceados para anima-
les, en la que el productor entrega
su soja o maíz y por su parte el in-
dustrial elabora los alimentos para
luego repartirlos. Otro caso es el
de aceiteras en la que el productor
entrega su oleaginosa para que el
industrial lleve a cabo la industria-
lización para luego repartirse los
productos obtenidos como el acei-
te y sus subproductos. También lo
es la integración mediante maqui-
la entre productor ganadero y fri-
goríficos. 

Se abre un abanico de posibili-
dades que en virtud del artículo
primero quedarían excluidas de
los impuestos nacionales ( IVA), y
con ello una serie de dificultades
al entrar en colisión con el “princi-
pio de realidad económica”8, que
rige en la ley 11.683 de Procedi-
miento Tributario, en el orden na-

7 Se debe tener presente que tratándose de una ley nacional, esta disposición sólo rige
para impuestos nacionales- como el IVA-, correspondiendo a las provincias determinar
su tratamiento con respecto a los impuestos provinciales- como Ingresos Brutos y
Sellos-. (Furlán,2000).

8 El principio de realidad económica nos dice que para determinar la verdadera natu-
raleza económica del hecho imponible, se atenderá  a los actos, situaciones y rela-
ciones económicas que efectivamente  realicen, persigan o establezcan los con-
tribuyentes, considerando la situación económica real y con prescindencia de las for-
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cional y los Códigos Fiscales en el
orden provincial. Es necesario
que la reglamentación de la ley
defina claramente sus alcances
para que las partes tengan seguri-
dad  y precisión al utilizar esta va-
liosa herramienta legal que, por
otra parte, permite concretar
acuerdos que representan un di-
seño jurídico-comercial alternativo
competitivo. 

El artículo 2 establece explícita-
mente el “carácter formal” de es-
tos contratos al establecer especí-
ficamente todos los datos que se
deben volcar en el acuerdo:  a)
nombre y domicilio de las partes,
b) cantidad de la materia prima
contratada, c) lugar de procesa-
miento, d) lugar en que se deposi-
tarán los productos elaborados
que correspondan al productor
agropecuario, e) facultades de
control establecidas a favor del
productor agropecuario, f) fecha y
lugar de entrega del producto ela-
borado y por ultimo g) lugar de ce-
lebración y firma de las partes.

Este carácter formal se ratifica
en el artículo 7 al establecer la
obligatoriedad de inscribir el con-
trato en los registros públicos que
a tales efectos se  deberán crear
en  jurisdicción de cada provincia,
si bien la norma deja sentado que
tal inscripción debe hacerse a pe-
dido de partes.

Las partes acordarán los siste-

mas y procedimientos del control
de procesamiento del producto,
que llevará a cabo el productor
agropecuario contratante para po-
der así verificar las calidades y
cantidades de lo pactado y entre-
gado al finalizar el contrato, así
como las condiciones de manu-
facturación durante su realiza-
ción.

La imposición al productor agro-
pecuario de obligarlo a vender
parte o la totalidad de los produc-
tos finales de su propiedad al in-
dustrial elaborador o la traba a la
libre comercialización por cuenta
exclusiva del propietario, da ori-
gen a la nulidad de dichas cláusu-
las, así lo establece expresamen-
te el artículo 3. Esta disposición
es de suma importancia para los
pequeños y medianos producto-
res, porque tiende a proteger sus
derechos y a evitar acuerdos en
fraude de las objetivos fundamen-
tales previstos con esta herra-
mienta jurídica. La experiencia
muestra que al productor en ge-
neral se le dificulta la venta aisla-
da de estos productos, por lo que
la nulidad de esta estipulación no
debe servir de obstáculo para li-
bres acuerdos entre las partes,
que coordinen o integren el proce-
so de comercialización del pro-
ducto, especialmente  cuando el
convenio se lleve a cabo con una
cooperativa o agrupación de pro-
ductores. (Casella, 2000)  

mas y estructuras jurídicas inadecuadas que puedan adoptar. El fisco podría, bajo
determinadas circunstancias,  hacer una interpretación distinta del encuadre legal
dado por las partes(sociedad de hecho o simple compra-venta). (Rouillon, 1999)  
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Para el caso de contienda judi-
cial la ley impone con muy buen
criterio, la tramitación vía juicio su-
mario o por tramite abreviado
equivalente, facultando al juez pa-
ra que pueda efectuar de oficio
prueba pericial en caso de no ser
ofrecida por las partes. Estas últi-
mas, están facultadas para desig-
nar peritos consultores técnicos
que la representen en la produc-
ción de la prueba pericial. Con es-
ta disposición se evitan largos
procesos judiciales para las par-
tes.

Las partes y
los bienes producidos 

Como destacamos, “el produc-
tor” mantiene durante todo el pro-
ceso de transformación “la propie-
dad sobre la materia prima y lue-
go sobre la porción del producto
final que le corresponde”.  Por su
parte, “el procesador o industrial”
asume la condición de depositario
de los productos finales, principio
que la ley refuerza en su artículo
8, al establecer que deberá agre-
garse al primer párrafo del art. 138
de la ley 24.522 de Concursos y
Quiebras (esta norma se ocupa
de los “bienes de terceros”, que se
encuentran en poder del fallido y
que le hubiesen entregado por tí-

tulo no destinado a transferirle el
dominio, otorgando a sus titulares
la facultad de solicitar su corres-
pondiente restitución.)... “los bie-
nes obtenidos de la transforma-
ción de productos elaborados por
los sistemas denominados a ma-
quila cuando la contratación
conste en registros públicos”.
Corresponde a las facultades que
se han reservado las  provincias
dar cumplimiento a esta normativa
creando los respectivos  Registros
Públicos para tales efectos9.       

Conclusión

La inadecuada vinculación y la
desarticulación interorganizacio-
nal ejerce un resultado negativo
en la creación de valor de las dis-
tintas cadenas, redes o distritos
agroalimentarios. Frente a esta
realidad el marco institucional es
de alta inseguridad jurídica, la vi-
gencia del estado de derecho es
ambigua y de escaso vigor, cons-
tituyéndose en limitante para el di-
seño e implementación de estra-
tegias competitivas superiores
(Ordóñez, 1999)

Frente a esa inseguridad jurídica
el “contrato de maquila” tipificado
por ley 25.113/99, permite concre-
tar acuerdos que representan un
diseño jurídico-comercial alternati-

9 San Juan por ley 6686/96 creó el “Registro de Contratos y Movimientos de Vinos y
Mostos”, que emite certificados de propiedad de Vinos y Mostos, transmisibles por vía
de endoso.  Mendoza creó por ley 6110/94 un registro similar para anotar los con-
tratos y precontratos que hagan a la elaboración, compraventa, permuta y otro tipo de
operaciones comerciales de vino y/o mostos de propiedad de maquileros y/o ter-
ceros.(Casella,2000).
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vo competitivo al dar seguridad ju-
rídica y tributaria a las relaciones
entre productores y procesadores
o industriales.

Este tipo de acuerdo permite a
los productores llegar al mercado
con productos elaborados o trans-
formados, que requieren de tec-
nología más perfeccionada y que
exige inversiones relevantes, pu-
diendo así acceder a canales de
comercialización que con mayor
frecuencia presentan complejidad.
Este hecho es de importancia da-
da la significativa aportación de
valor añadido en esas fases, cuya
incidencia es cada vez mayor en
el precio. Se diferencian de otras
modalidades de contratos agroin-
dustriales, por la falta de reciproci-
dad de obligaciones en la genera-
ción del producto.

Como síntesis destacamos sus
rasgos más salientes: 
• el productor se obliga a sumi-

nistrar al procesador o indus-
trial una determinada cantidad
de materia prima, con el dere-
cho de participar en el producto
final resultante en las propor-
ciones pactadas;

• la calidad del productor deberá
ser idéntica a la que retenga el
industrial o procesador para sí; 

• el productor conserva la propie-
dad sobre la materia prima en
todo el proceso de transforma-
ción y luego de la porción del
producto final que le correspon-
de;

• su porcentaje en el producto fi-

nal queda protegido del concur-
so o quiebra del industrial (que
es sólo depositario);

• el productor puede ejercer con-
troles para verificar las calida-
des, cantidad y condiciones del
procesamiento;

• la operatoria de maquila no tri-
buta impuestos nacionales(I-
VA)   

La aplicación de esta modalidad
contractual en la agroindustria
permitiría fundamentalmente esta-
blecer una alianza contractual, pa-
ra complementar intereses econó-
micos. Actúan como determinan-
tes  tres factores:

1. El no desembolso de dinero.
2. La participación integrativa

(cadena de operaciones y esfuer-
zos diferenciados)  

3. La eliminación innecesaria de
intermediaciones. 

Por lo demás, postular lo soste-
nido por Boucher (1998) sobre el
desarrollo del sector como un pro-
ceso basado sobre la combina-
ción de tres ejes interrelaciona-
dos: competitividad, equidad y
sostenibilidad conlleva posibilida-
dades de capitalización e inver-
sión para las PYMEs. Reconoci-
das las dificultades para lograrlo
individualmente, cabría hacer un
reconocimiento, en un contexto de
gran interdependencia con las
otras fases o eslabones de la ca-
dena, en la que estos  acuerdos
se constituyan en herramienta pa-
ra avanzar en la reconversión, el
cambio técnico e incremento de la
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productividad. 
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